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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CHOCÓ 
 
Quibdó, veintiocho (28) de enero de dos mil veintidós (2022).  
 
Auto Interlocutorio No. 037. 
 
REFERENCIA:   27001233300020190007600 
ACCIÓN:    REPARACIÓN DIRECTA 
ACCIONANTE:        LUCIO VALENZUELA CÒRDOBA Y OTROS 
DEMANDADO:     NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN –  

RAMA JUDICIAL 
 
ASUNTO:   ADECÚA TRÁMITE PARA SENTENCIA ANTICIPADA 
 
 

 MAGISTRADO PONENTE: ARIOSTO CASTRO PEREA  
 
 
Sería del caso fijar fecha para celebrar la audiencia inicial de no ser porque el Despacho 
advierte la necesidad de pronunciarse previamente sobre la procedencia de dictar 
sentencia anticipada de conformidad con el artículo 182ª del C. de P. A. y de lo C. A., 
para lo cual resulta igualmente preciso proveer sobre las pruebas y el traslado para 
alegar por escrito.  
 

1. Antecedentes. 
 

1.1. Demanda. 
 
Los demandantes, mediante apoderado judicial, reclaman del estado la indemnización 
por la privación probablemente injusta que sufrió el señor Lucio Valenzuela Córdoba.  
 
Para ello, afirman que el Juzgado Tercero Penal Municipal de Quibdó, impuso condena 
por el delito de hurto calificado al mismo.  
 
Afirman que posteriormente, mediante Auto del 23 de agosto de 2017, el Juzgado 
Segundo Municipal de Conocimiento de Quibdó, declaró que el actor era inocente de 
los cargos formulados. 
 
Indican que, a lo largo del proceso, el actor siempre sostuvo ante las autoridades 
judiciales que era inocente, sin embargo, el ente investigador no realizó una correcta 
individualización del indiciado, debido a que se había presentado una suplantación en 
la persona y quien era el directo responsable del delito señalado. 
 
Informan que la suplantación de identidad dentro de un proceso penal no es excusable 
en Colombia, ya que el ente acusador cuenta con todos los poderes legales para 
efectuar la correcta identificación de un indiciado, y si ocurre, como en este caso, es de 
su entera responsabilidad.  
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2. Trámite. 
 
Mediante auto del 5 de octubre de 2020, se admitió el medio de control y se ordenaron 
las notificaciones de rigor.  
 
Mediante memorial, la apoderada del demandado, contestó la demanda oponiéndose a 
las pretensiones de la demanda, aportó pruebas y solicitó que también se tuvieran en 
cuenta las aportadas por la entidad accionante.  
 

3. Decreto de pruebas 

 
3.1. Conducencia, utilidad y pertinencia de los medios de convicción 

 
Sea lo primero señalar, que las pruebas se erigen como los elementos o medios de 
convicción aportados por las partes o requeridos por el juez con sujeción a las 
ritualidades y con respeto a las oportunidades consagradas en la ley, para llevar al 
operador judicial al convencimiento sobre los hechos discutidos y así poder resolver el 
problema jurídico planteado. 
 
Dichos medios de convicción, conforme la regla establecida en el artículo 211 de la Ley 
1437 de 20111 se rigen por lo establecido en el Código General del Proceso, 
concretamente en su Sección Tercera, Título Único, Capítulo I, que instituye el régimen 
probatorio. 
 
En dicho compendio normativo2 se enuncian los medios de prueba que pueden ser 
usados por las partes, entre los cuales se encuentran: i) la declaración de parte, ii) la 
confesión, iii) el juramento, iv) el testimonio de terceros, v) el dictamen pericial, vi) la 
inspección judicial, vii) los documentos, viii) los indicios, ix) los informes y, x) 
cualesquiera otro medio que sea útil para la formación del convencimiento del juez. 
 
Es decir, los sujetos procesales tienen libertad probatoria, lo que se traduce en que 
pueden hacer uso de los elementos de convicción que la ley adjetiva enuncia para lograr 
la respuesta al problema jurídico planteado a favor de sus intereses. Sin embargo, dicha 
regla no es absoluta, pues quien postula el medio de convicción, debe respetar el debido 
proceso3, así como también, garantizar que éstos son conducentes, pertinentes y útiles4 
para el fin que persiguen. 
 
Ello cobra relevancia dado que son características propias de las pruebas en el marco 
del proceso, las cuales deben atender el fin perseguido, por ende, corresponde al juez 
de cada caso, determinar conforme con la fijación del litigio planteada si los medios 
probatorios allegados o solicitados por los sujetos procesales son adecuados para 
demostrar el hecho objeto de controversia –conducencia-, guardan relación con los 
hechos relevantes –pertinencia- y emanan como necesarias para demostrar el hecho 
–utilidad-. 
 

                                            
1 Artículo 211 de la Ley 1437 de 2011. Régimen probatorio. En los procesos que se adelanten ante la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, en lo que no esté expresamente regulado en este Código, se aplicarán en materia probatoria las normas del Código 
de Procedimiento Civil. 
 
2 Artículo 165 del Código General del Proceso. Medios de prueba. Son medios de prueba la declaración de parte, la confesión, el 
juramento, el testimonio de terceros, el dictamen pericial, la inspección judicial, los documentos, los indicios, los informes y 
cualesquiera otros medios que sean útiles para la formación del convencimiento del juez. 
 
El juez practicará las pruebas no previstas en este código de acuerdo con las disposiciones que regulen medios semejantes o 
según su prudente juicio, preservando los principios y garantías constitucionales. 
 
3 Artículo 164 del Código General del Proceso. Necesidad de la prueba. Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular 
y oportunamente allegadas al proceso. Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso son nulas de pleno derecho. 
4 Artículo 168 del Código General del Proceso. Rechazo de plano El juez rechazará, mediante providencia motivada, las pruebas 
ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles. 
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En cuanto a las mencionadas características, la jurisprudencia del Consejo de Estado 
ha señalado5: 
 
“… La conducencia consiste en que el medio probatorio propuesto sea adecuado para demostrar el 
hecho. La pertinencia, por su parte, se fundamenta en que el hecho a demostrar tenga relación con los 
demás hechos que interesan al proceso. La utilidad, a su turno, radica en que el hecho que se pretende 
demostrar con la prueba no debe estar ya demostrado con otro medio probatorio. Finalmente, las 
pruebas, además de tener estas características, deben estar permitidas por la ley.”  
 

En conclusión, si bien las partes tienen libertad probatoria, deben tener en cuenta que, 
para lograr el decreto por parte del juez de los medios de convicción allegados al 
proceso, para demostrar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto 
jurídico que persiguen, deben ser i) conducentes, ii) pertinentes y iii) útiles. 
  
En lo que hace a la práctica de pruebas como segundo requisito procesal para adelantar 
la sentencia anticipada, se tiene que los medios de convicción allegados con la 
demanda y sus contestaciones, serán incorporados al expediente, dándoles el valor que 
les asigna la ley. 
 
De conformidad con lo anterior, teniendo en cuenta que no hay pruebas solicitadas por 
los sujetos procesales que deban ser decretadas y al ser suficiente el material 
probatorio obrante para decidir la controversia jurídica puesta a consideración de esta 
Corporación, y los documentos aportados por las partes, es viable, luego de que se 
encuentre en firme la presente decisión, disponer como consecuencia de ello a verificar 
si es posible dictar sentencia anticipada en el presente medio de control. 
 
Así las cosas, las pruebas y los documentos obrantes en el expediente aportados por 
las partes, resultan suficientes para decidir la controversia jurídica puesta a 
consideración de esta Corporación, sin que sea necesaria la práctica de ninguna otra 
prueba.  
 
Por manera que, en el marco del artículo 182ª del C. de P. A. y de lo C. A., es viable en 
esta etapa del proceso, dictar sentencia anticipada después de que quede en firme la 
decisión referente al decreto de pruebas. 
 

4. De la fijación del litigio.  
 
Tal y como se explicó, el artículo 182ª del C. de P. A. y de lo C. A., introdujo una serie 
de cambios en materia contencioso administrativa, dentro de los cuales se encuentra la 
sentencia anticipada, que, en el caso de autos se debe proferir antes de la audiencia 
inicial, diligencia dentro de la cual se tiene previsto un asunto de capital importancia, 
como lo es la fijación del litigio. 
 
Con respecto a dicha fase, se señala en el numeral 7 del artículo 180 del C. de P. A. y 
de lo C. A., que:  
 
“Una vez resueltos todos los puntos relativos a las excepciones, el juez indagará a las partes sobre los 
hechos en los que están de acuerdo, y los demás extremos de la demanda o de su reforma, de la 
contestación o de la de reconvención, si a ello hubiere lugar, y con fundamento en la respuesta procederá 
a la fijación de litigio”. 

 
De igual manera, el inciso primero del numeral primero del artículo 182ª del C. de P. A. 
y de lo C. A., estipula:  

 

                                            
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, auto del 19 de agosto de 2010, M.P: Hugo Fernando 
Bastidas Bárcenas, Radicación número: 25001-23-27-000-2007-00105-02(18093). Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Quinta, auto de 13 de junio de 2016, M.P Rocío Araújo Oñate, Radicado No. 110010328000201600005 00. 
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“El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello haya lugar, 
dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso y fijará el litigio u objeto 
de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito”. 

 
Para este Despacho, y así lo defendió la Sección Quinta del H. Consejo de Estado, en 
sentencia del 3 de diciembre de 20206, esa etapa procesal reviste una importancia 
superlativa en la tarea de asegurar caros referentes constitucionales, argumentos que 
se retoman, tal como sigue. 
 
“La fijación del litigio constituye uno de los aspectos cruciales para el desarrollo del proceso, en la medida 
en que se erige como la carta de navegación o la hoja de ruta que habrá de seguirse a efectos de hallar 
solución a los problemas jurídicos que en ella se planteen. Es la oportunidad que tiene el juzgador de 
depurar el contexto fáctico y jurídico relevante para los sujetos procesales en contienda, sujetos estos 
que podrán a través del recurso de reposición buscar la mayor claridad en el evento en que consideren 
que el fijado por el Despacho se excede o se limita frente a lo pretendido. 
 
O, como lo señaló la Sección Quinta en pretérita ocasión, al advertir que es el escenario en el que el juez 
contencioso puede, con claridad, “… determinar cuáles son los hechos controvertidos y las censuras que 
se le endilgan al acto acusado7…”  
 
Para ello, es menester que se extraigan los supuestos fácticos sobre los cuales existe 
acuerdo y aquellos sobre los que no. Los primeros no requerirán refrendación 
probatoria, a menos que la ley determine lo contrario, pues, desde esta etapa procesal, 
es posible que se tengan por acreditados. De ahí que, tal circunstancia, a su vez, 
permita descartar la práctica de eventuales pruebas que, versando sobre tales puntos, 
hayan sido solicitadas por las partes o intervinientes, pues, bajo esa óptica, no resultan 
necesarias de cara al marco fáctico que se ha fijado –aunque ya se ha dicho que en el 
caso de la referencia no hay pruebas que deban ser practicadas–. 
 
Ahora, más importante aún es el hecho de que el juez, como director del proceso y con 
la anuencia de las partes, determine el alcance de las pretensiones y los fundamentos 
de hecho y de derecho que las sustentan, así como también de las excepciones a que 
hubiere lugar, a efectos de evitar desenlaces ambiguos del proceso, que conlleven un 
perjudicial degaste para la administración de justicia y para todos los sujetos procesales. 
 
Sobre este mismo particular, en providencia de 12 de marzo de 2015, la Sala Electoral 
del Consejo de Estado indicó: 
 
“Se resalta que la fijación del litigio, como figura novedosa del CPACA, consiste en un acto del juez 
encaminado a hacer más eficiente su labor en el sentido de concretar los hechos que deben ser probados, 
así como aquellos puntos que son, en realidad, objeto de debate dentro del proceso contencioso. 
 
Asimismo, también constituye una herramienta que delimita tanto las actuaciones del juez como de las 
partes, pues el proceso y, por consiguiente, la respectiva decisión judicial no podrá versar sobre aspectos 
que no hicieron expresa y puntualmente parte de tal fijación. 
 
Bajo esta óptica, es claro que en dicho trámite procesal no sólo se ubica o circunscribe el debate, sino 
que también se convierte en una garantía del debido proceso del demandado y de la entidad que produjo 
el acto de elección a fin de ejercer el correspondiente derecho de defensa y de contradicción respecto de 
los aspectos que efectivamente fueron objeto de fijación del litigio”. 

 
Por lo dicho, resulta cardinal que todos los involucrados, incluido el propio operador 
jurídico, sienten con claridad las bases de la discusión que se pretende desentrañar, ya 

                                            
6  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Consejera ponente: Lucy Jeannette Bermúdez 
Bermúdez, tres (3) de diciembre de dos mil quince (2015), Radicación número: 11001-03-28-000-2014-00135-00, Actor: Pablo 
Bustos Sánchez, Demandado: magistrado del Consejo Nacional Electoral. 
 
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, C. P. Susana Buitrago Valencia, 27 de octubre de 
2014, exp. No. 11001-03-28-000-2014-00022-00. 
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que la pasividad frente a tan determinante aspecto, puede conducir a que se excluyan 
focos de controversia o, peor aún, que se cambie la orientación del debate o se permita 
la inclusión de nuevas razones en favor o en contra de la responsabilidad de las 
demandadas.  
 
No puede perderse de vista que, una vez concluida esta fase, difícilmente podrán las 
partes reorientar la litis; mucho menos, si, por incuria o por cualquier otro motivo, 
dejaron de utilizar los medios de impugnación disponibles para exponer su desacuerdo 
con los problemas jurídicos en torno a los cuales, en lo sucesivo y de conformidad con 
el proveído que decidió sobre la fijación del litigio, habrá de gravitar el pronunciamiento 
que ponga fin al proceso.  
 
Dicha etapa procesal denota una esfera de concreción del principio de congruencia, 
que, a su vez, se traduce en un eje axial del debido proceso y de la justicia rogada como 
premisa ineludible dentro del ejercicio de la jurisdicción contencioso administrativa. 
 
De hecho, en esta sede, como en otras en las que se entrevera el goce de garantías 
superiores, se debe, sin sacrificar el derecho sustancial, manejar con mucho celo tal 
corrección formal –que es propia también de los principios de eventualidad y de 
contradicción, tan inherentes al debido proceso.  
 
De ahí que la regla general sea que la decisión del juez –unipersonal o colegiado– con 
la cual se provea sobre el fondo de la cuestión debatida, se circunscriba a los estrictos 
y precisos términos de la senda argumental previamente definida al momento de la 
fijación del litigio. 
 
Es así como, en esta oportunidad, insiste el Despacho en el valor de la fijación del litigio 
como plano de coordenadas imprescindible en el proceso, pero matizado por la verdad 
y la justicia como valores supremos en nuestro ordenamiento, así como por la 
protección de garantías iusfundamentales como inexcusable mandato para el juzgador. 
 
Lo anterior se explica en que, si bien a los distintos sujetos procesales, en principio, no 
les es dable anticipar con certeza el sentido del fallo, si resulta necesario que puedan, 
por lo menos, prever sus contenidos genéricos, ya que, de lo contrario, imperaría el 
desconcierto y la perplejidad en las actuaciones judiciales, al irrespetarse los 
parámetros mínimos de objetividad que demanda un debido proceso que, por demás, 
no es exclusivo de ninguna de las partes, sino que atañe a todos los implicados en la 
discusión. 
 
Para el Despacho, los anteriores planteamientos no riñen con la procedencia de la 
sentencia anticipada de que trata el artículo 182ª del C. de P. A. y de lo C. A., pues en 
todo caso, esta fijación del litigio se produciría antes del momento en que 
correspondería fijar fecha para la audiencia inicial –que en virtud de la norma de 
emergencia no aplica al asunto de la referencia–, y lo mismo ocurre con la sentencia 
que se debe proferir. Ello, claro está, en los términos sustantivos prescritos por el 
numeral 7 del artículo 180 del C. de P. A. y de lo C. A. 
 
En ese orden ideas, visto que los puntos de controversia fueron debidamente detallados 
en el capítulo de antecedentes del presente proveído, se precisa el litigo así:  
 
¿Consiste en determinar si se dan los supuestos facticos para declarar administrativa y 
patrimonialmente responsables a las entidades demandadas, y si como consecuencia 
de ello, se les debe condenar por la posible privación injusta de la libertad que sufrió el 
Señor Lucio Valenzuela Córdoba, o si, por el contrario, ¿Existe alguna excepción en el 
expediente que torne imprósperas las pretensiones de la demanda? 
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5. Traslado para alegar 
 
En condiciones de normalidad, el artículo 283 del C. de P. A. y de lo C. A., instruye que, 
“al día siguiente del vencimiento del término para contestar la demanda, el juez o 
Magistrado Ponente, mediante auto que no tendrá recurso, fijará fecha para la 
celebración de la audiencia inicial”, regulada en el artículo 180 de esa misma 
codificación. 
 
Pero con la expedición de la Ley 2080 de 2021, que modificó varios artículos de la 
norma procesal contenciosa, en su artículo 182ª.  
 
Nótese que la disposición no deja ningún margen de maniobra, sino que, a título 
imperativo, conduce a que en aquellos casos de “puro derecho” o en los que “no fuere 
necesario practicar prueba”, se deberá proferir sentencia “antes de la audiencia inicial”, 
previo cumplimiento del traslado para alegar. 
 
En consonancia con lo anterior, tal y como se reseñó, ninguno de los sujetos procesales 
pidió que se practicara alguna prueba y tampoco existen elementos que permitan 
vislumbrar al Despacho la necesidad de hacer uso de sus poderes oficiosos en la 
búsqueda de material probatorio, razón por la cual se ordenará correr el respectivo 
traslado para alegar de conclusión por escrito, en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181, esto es, dentro de los 10 días siguientes, término dentro del cual podrá el 
Ministerio Público presentar el respectivo concepto si a bien lo tiene. 
 
En mérito de lo expuesto, el Despacho 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: Incorporar al expediente las pruebas documentales allegadas con la 
demanda y su contestación las cuales se admiten como tales. 
  
SEGUNDO: CORRER TRASLADO PARA ALEGAR por escrito a las partes e 
intervinientes por el término de 10 días, dentro de los cuales podrá el Ministerio Público 
presentar el respectivo concepto, si a bien lo tiene. 
 
TERCERO: INSTAR a las partes, intervinientes y demás sujetos procesales para que 
cumplan los deberes en relación con las tecnologías de la información y las 
comunicaciones. 
 
CUARTO: FIJAR EL LITIGIO en los términos señalados en el inciso final del punto No. 
4 del presente proveído. 
 
QUINTO: Ejecutoriado este auto y vencido el término para alegar de conclusión, deberá 
volver el expediente al Despacho para que se dicte SENTENCIA ANTICIPADA.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ARIOSTO CASTRO PEREA 
Magistrado 

 
 
 
 
 
 

mailto:des02tacho@cendoj.ramajudicial.gov.co

